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León, Guanajuato, a 04 cuatro de diciembre del año 2020 dos mil veinte. . . . . . . . . . . .
V I S T O para resolver el expediente número 0469/2020-1ro, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano (…),   en contra del TESORERO MUNICIPAL, DE LA DIRECTORA GENERAL DE INGRESOS Y DEL DIRECTOR DE EJECUCIÓN,  todos  del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 18 dieciocho de marzo  del año 2020 dos mil veinte, la parte actora presentó el escrito de demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Admisión de la demanda y pruebas.
SEGUNDO.- Por auto de fecha 23 veintitrés de marzo del año 2020 dos mil veinte,  a la parte actora se le admitió a trámite la demanda y, la prueba documental exhibida a la demanda, la que por su especial naturaleza se desahogo en ese momento procesal; la presunción legal y humanan en lo que le beneficie; en cuanto a la confesión, en su momento se determinaría su existencia y en su caso su valoración;  y, se admitió la prueba de informe a cargo de la autoridad demandada; además previo acordar sobre la suspensión, se le concedió el término de 03 tres días a efecto de que garantizara el interés fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Contestación de demanda y admisión de pruebas.
TERCERO.- El 18 dieciocho y 29 veintinueve de junio del año 2020 dos mil veinte, las autoridades demandadas presentaron respectivamente por separado escrito de contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 06 seis de julio de ese mismo año,  se les tuvo contestando en tiempo y forma la demanda; al Tesorero Municipal se le admitió la prueba documental aceptada a la parte actora, y la presunción legal y humana en lo que le beneficie; a la Directora General de Ingresos y Director de Ejecución, se le admitió la documental aceptada a la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Se rinde informe.

CUARTO.- El 14 catorce y 15 quince de julio del año 2020 dos mil veinte, las autoridades demandadas presentaron promociones; y, por auto de fecha 29 veintinueve de ese mismo mes y año, se les tuvo por rindiendo la prueba de informe admitida a la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Celebración de la audiencia de alegatos.

QUINTO.- El 10 diez de noviembre del año 2020 dos mil veinte, a las 11:30 once horas con treinta minutos, se celebró la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las partes; por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso por impugnarse  actos atribuidos  al Tesorero Municipal, a la Directora General de Ingresos y al Director de Ejecución, todos del Municipio  de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Actos impugnados.


SEGUNDO.- La parte actora impugna: a).- El total de los avalúos practicados a partir de la fecha del registro original del inmueble a la actualidad, y que sirvieron para determinar el impuesto predial; y, b).- Requerimiento de pago de impuesto predial PR-2020-00650580, de fecha 14 catorce de enero del año 2020 dos mil veinte, por la cantidad total de $59,859.54 (Cincuenta y nueve mil ochocientos cincuenta y nueve pesos 54/100 Moneda Nacional);  todos ellos respecto al inmueble ubicado en Bulevar Campeche número 834 ochocientos treinta y cuatro, colonia Obrera de esta  ciudad, vinculado a la cuenta predial 01S001060001. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De esta forma, la Directora General de Ingresos al rendir la prueba de informe que le fuera admitida a la parte actora, y que obra en autos a foja 40 cuarenta a la 77 setenta y siete, identifica los siguientes avalúos practicados  a partir de la fecha del registro de la cuenta mencionada:. . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


1.-Avaluo catastral con motivo de regularización, de fecha 06 seis de mayo del año 2007 dos mil siete, que determinó un valor fiscal de $688,361.12 (Seiscientos ochenta y ocho mil trescientos  sesenta y un pesos 12/100 Moneda Nacional);. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

2.- Avalúo catastral con motivo de regularización, de fecha 21 veintiuno de febrero del año 2014 dos mil catorce, que determinó un valor fiscal de $803,879.93 (Ochocientos tres mil ochocientos setenta y nueve pesos 93/100 Moneda Nacional); y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

3.-Avalúo catastral con motivo de regularización, de fecha 07 siete de septiembre del año 2017 dos mil diecisiete, que determinó un valor fiscal de $813,153.44 (Ochocientos trece mil ciento cincuenta y tres pesos 44/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


Por lo que hace a la existencia del acto señalado en el inciso b), este se encuentra acreditado en el proceso, con la copia al carbón del referido requerimiento de pago, que obra en autos a foja 03 tres. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Causales de improcedencia.

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
El Director de Ejecución en su contestación, refiere que se actualiza la causal de improcedencia prevista en  la fracción VII del citado artículo 261; causal que para este resolutor, es INFUNDADA  para decretar el sobreseimiento del proceso, dado que dicha autoridad omitió invocar la disposición legal que contemple la improcedencia  del proceso y la cual no se encuentra prevista en las seis primeras fracciones del mencionado artículo 261. . . . 

Por su parte el Tesorero Municipal en su contestación aduce que, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del citado artículo,   toda vez que niega haber ordenado la practica de los avalúos, pues dicha atribución se encuentra legalmente conferida a autoridades diversas a dicha autoridad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Para este Juzgador, es  INFUNDADA  la causal de improcedencia que decreta el sobreseimiento del proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Lo anterior es así, ya que en principio la Directora General de Ingresos al rendir la prueba de informe que le fuera admitida a la parte actora, reconoció haberse practicado tres avalúos a partir del registro del bien inmueble con cuenta predial 01S001060001;   de éste modo, atentos al párrafo primero del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, el Tesorero Municipal  como titular de la Tesorería tiene la atribución originaria de ordenar la práctica de avalúos; siendo así, dicha autoridad fiscal niega haber ordenado la práctica de los avalúos controvertidos, sin embargo, fue omisa en señalar la autoridad subordinada a éste que ordenó la practica de los avalúos o en su defecto, aportar las ordenes  respectivas de valuación, de las cuales se corroborara su dicho; aunado  a que, la Directora  General de Ingresos demanda, al rendir la prueba de informe, fue omisa en aportar la respectivas  órdenes de valuación, y de las cuales se advierta la autoridad  que las suscribió; y, dado que de la revisión que se hace a su contestación de demanda, no se desprende que  esta haya aceptado ordenar los avalúos controvertidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En otro orden de ideas, en cuanto a la emisión de las órdenes de valuación, de acuerdo al artículo  176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, todo avalúo deberá ser ordenado por la Tesorería Municipal, por tanto,  el Tesorero Municipal así como las Direcciones o entidades que integran la Tesorería y que tengan conferida la atribución, podrán ordenar la práctica de los avalúos fiscales; en consecuencia lo manifestado por el Tesorero Municipal demandado en el sentido de negar la emisión u ordenar la práctica del avalúo combatido, acorde a lo previsto en la fracción I del artículo 51 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, esa negativa envuelve una afirmación, de este modo, si el Tesorero Municipal no emitió u ordenó el avalúo fiscal, este debió de haber probado cuál fue la Dirección o entidad de la Tesorería Municipal que emitió tales actos; por lo que como Titular de la Tesorería no puede desconocer lo que realizan sus subordinados, sobre todo cuando en autos está reconocido los valores fiscales controvertidos, de acuerdo a la prueba de informe rendida por la Directora General de Ingresos de la Tesorería Municipal. . 

Aunado a lo anterior, cabe destacar que en el proceso administrativo, se aplica el principio ontológico de la prueba, conforme al cual, lo ordinario se presume y lo extraordinario se prueba, siendo así, que en la especie lo ordinario es que el Tesorero Municipal como titular de la Tesorería ordene la práctica de los avalúos fiscales acorde al artículo 176 de la mencionada Ley de Hacienda; y, lo extraordinario es que tales actos sean ordenados por alguna Dirección o Dependencia que integre la estructura de la Tesorería Municipal, siempre y cuando tenga conferida legalmente dicha atribución o por algún  acuerdo delegatorio; amén que, la demandada se encuentra en mejor posición probatorio respecto del actor, ello en virtud que la Tesorería Municipal dispone de la información que se genere en materia hacendaria de este municipio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En esas condiciones, el Tesorero Municipal se  encontraba constreñido a probar cuál fue la Dirección o Dependencia de la Tesorería Municipal  que emitió las órdenes de valuación, dado que, en autos se encuentra acreditado la existencia de los  avalúos fiscales,  de esta forma, al no haber acreditado esos hechos, entonces se tiene la presunción de que fue  el mencionado Tesorero quien  expidió las órdenes de valuación. Presunción que merece valor probatorio pleno, atento a lo estipulado por el artículo 130 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En consecuencia, debe relevarse a la parte actora de probar el hecho relativo a demostrar quién fue la autoridad emisora de la orden de valuación, además de que el Tesorero Municipal se encontraba en mejor posición o condición de aportar las pruebas tendentes a demostrar que subordinado a éste emitió ese acto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, la Directora General de Ingresos en su contestación de demanda, aduce que se actualiza las causales de improcedencia previstas en las fracciones I y VII del mencionado artículo 261. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Para este resolutor, son INFUNDADAS  esas causales de improcedencia para decretar el sobreseimiento del proceso, en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En principio cabe señalar que,  la parte actora controvierte todos los avalúos practicados a partir del registro del inmueble  hasta la actualidad, así como el requerimiento de pago del impuesto predial, a partir del cuarto bimestre del año 1997 mil novecientos noventa y siete al primer bimestre del año 2020 dos mil veinte; de ahí que como propietario de ese inmueble y destinatario de los actos controvertidos, es suficiente para intentar la presente demanda; aunado a ello, que los avalúos combatidos, generan un perjuicio inmediato a la esfera jurídica de quien demanda, en tanto que el valor fiscal constituye la base gravable del impuesto predial, y aspecto indispensable para que la autoridad fiscal municipal este en aptitud  de liquidar dicha contribución; circunstancia por le cual resulta infundada la causal de improcedencia prevista en la fracción I. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
A lo anterior, sirve  de sustento por analogía, el criterio jurisprudencial sentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tesis 2a./J.22/94, Novena Época, fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Abril de 2007, página 425, registro: 172823, que reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“AVALÚO CATASTRAL. SU ELABORACIÓN Y NOTIFICACIÓN AFECTA EL INTERÉS JURÍDICO DEL GOBERNADO POR LO QUE ES SUSCEPTIBLE DE IMPUGNARSE A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO (MODIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 22/94). El avalúo catastral es el acto mediante el cual se determina el valor fiscal de los predios y construcciones adheridas a éstos. Dicho valor fiscal generalmente sirve de sustento para establecer la base gravable del impuesto predial y, en consecuencia, para fijar la obligación tributaria a cargo del particular. Así, la valuación del predio constituye un requisito indispensable para que la autoridad administrativa pueda emitir la liquidación correspondiente. En este orden de ideas, es claro que la simple elaboración y, en su caso, notificación del avalúo genera un perjuicio inmediato al particular, pues si aquél se elabora en forma incorrecta o ilegal, tendrá como consecuencia la determinación, también incorrecta o ilegal, de un crédito por concepto de impuesto predial. De aquí la importancia de que se reconozca que tal acto administrativo afecta de modo cierto e inmediato el interés jurídico del particular, quien puede acudir al juicio de garantías en términos del artículo 114, fracción II, primer párrafo, de la Ley de Amparo. Es importante apuntar que el hecho de que se reconozca que el avalío catastral afecta de modo cierto e inmediato el interés jurídico del particular, no significa que cuando se reclame en un juicio de amparo indirecto, éste indefectiblemente será procedente, pues el juzgador deberá verificar, en cada caso, que no se actualice alguna causa de improcedencia concreta. Así por ejemplo, podría darse el supuesto de que en contra del avalúo existiera un medio ordinario de defensa que tuviera que agotarse previamente a acudir al juicio de amparo, o que la demanda se hubiera presentado fuera del plazo que establece el artículo 21 de la Ley de Amparo.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En lo que concierne a la causal prevista en la fracción VII,  lo infundado de la misma deviene, dado que la Directora General de Ingresos fue omisa en señalar el dispositivo legal en que se contiene la causal de improcedencia distinta a las consignada en las primeras seis fracciones del mencionado artículo 261. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, este Juzgador procede de oficio al estudio de la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del referido artículo 261, en lo referente al consentimiento tácito. . . . . 
Para este resolutor, se ACTUALIZA esa causal de improcedencia que decreta el sobreseimiento del proceso, en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El artículo 263, párrafo  primero, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 263.- La demanda deberá presentarse por escrito o en la modalidad de juicio en línea ante el Tribunal; y por escrito ante el Juzgado respectivo, dentro de los treinta días siguientes a aquél en que haya surtido efectos la notificación del acto o resolución impugnado o a aquél en que se haya ostentado sabedor de su contenido o de su ejecución, con las excepciones siguientes: …” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Como se advierte este primer párrafo contempla tres supuestos para iniciar el cómputo del término para presentar la demanda, a saber: Al día siguiente en que haya surtido efectos la notificación del acto impugnado; al día siguiente de aquél en que la parte actora se haya ostentado sabedora de su contenido; y, al día siguiente que se haya hecho sabedora de la ejecución del acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así, la parte actora en el presenta caso, señaló como actos impugnados la totalidad de los avalúos ordenados y practicados desde la fecha del registro original del inmueble a la actualidad, vinculado al inmueble con cuenta predial 01S001060001;  asimismo, señaló en su capítulo de hechos que, el día 27 veintisiete de febrero del año 2020 dos mil veinte fue requerido de pago del impuesto predial en base a un valor fiscal del inmueble de $813,153.44 (Ochocientos trece mil ciento cincuenta y tres pesos 44/100 Moneda Nacional), ello sin haber sido legalmente notificado de las actualizaciones e incrementos del valor original. . . . . . 
Ahora bien, de la revisión que se hacen a la prueba de informe rendida por la Directora General de Ingreso y Director de Ejecución demandados, se observan cronológicamente como valores fiscales del inmueble vinculado a la cuenta predial 01S001060001, y que sirvieron de base para determinar el impuesto predial, los siguientes: . . 


1.-Avaluo catastral con motivo de regularización, de fecha 06 seis de mayo del año 2007 dos mil siete, que determinó un valor fiscal de $688,361.12 (Seiscientos ochenta y ocho mil trescientos  sesenta y un pesos 12/100 Moneda Nacional);. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

2.- Avalúo catastral con motivo de regularización, de fecha 21 veintiuno de febrero del año 2014 dos mil catorce, que determinó un valor fiscal de $803,879.93 (Ochocientos tres mil ochocientos setenta y nueve pesos 93/100 Moneda Nacional); y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

3.-Avalúo catastral con motivo de regularización, de fecha 07 siete de septiembre del año 2017 dos mil diecisiete, que determinó un valor fiscal de $813,153.44 (Ochocientos trece mil ciento cincuenta y tres pesos 44/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo así, la actora impugna lo avalúos fiscales que sirvieron de base para determinar el impuesto predial, partiendo para ello mediante la notificación del requerimiento de pago de impuesto predial que se le practicó en fecha 27 veintisiete de febrero del año 2020 dos mil veinte; sin embargo, es el caso que de los documentos que conforman la prueba de informe mencionado,  se desprende que respecto al valor fiscal de $688,361.12 (Seiscientos ochenta y ocho mil trescientos sesenta y un pesos 12/100 Moneda Nacional), la parte actora tuvo conocimiento de ese valor y por tanto en posibilidad de controvertirlo, desde el 15 quince de septiembre del año 2007 dos mil siete, fecha en que le fue notificado el mandamiento de embargo del impuesto predial  PR-2007-00021121, y en cual se consiga el referido valor fiscal, tal como con en dicha mandamiento y su acta de embargo, que obra en autos a fojas 44 cuarenta y cuatro y 45 cuarenta y cinco;  así como el 22 veintidós de abril de 2008, fecha en que le fue notificado el  mandamiento de embargo y embargo del impuesto predial PR-2008-00006360; el 24 veinticuatro de abril del año 2009 dos mil nueve, tal y como se acredita  con el requerimiento de pago de impuesto predial PR-2009-00006548 y su acta de notificación, que obra a foja 48 cuarenta y ocho;  el 26 veintiséis de abril  del año 2011 dos mil once, tal y como consta en el requerimiento de pago de impuesto predial PR-2011-002023976 y su acta de notificación, visible en autos a foja 50 cincuenta; el  30 treinta de septiembre del año 2011, como se acredita con el mandamiento de embargo del impuesto predial PR-2011-00202397 y su acta de embargo, visible en autos a fojas 52 cincuenta y dos y 53 cincuenta y tres; el 02 dos de mayo del año 2012 dos mil doce, tal y como consta en el requerimiento de pago del impuesto predial PR-2012-00354237 y su acta de notificación, visibles a fojas 55 cincuenta y cinco; el 02 dos de octubre del año 2012 dos mil doce, tal y como se acredita con el mandamiento de embargo de impuesto predial PR-2012-00354237 y su acta de embargo, que obra en autos a fojas 57 cincuenta y siete y 58 cincuenta y ocho; el  03 tres de mayo del año 2013 dos mil trece, tal y como se acredita con el requerimiento de pago del impuesto predial PR-2013-00450514 y su acta de notificación, visibles a foja 60 sesenta; y, en fecha 18 dieciocho de junio del año 2013 dos mil trece, tal y como consta en el mandamiento de embargo de impuesto predial PR-2013-00450514 y su acta de embargo, que obran en autos a fojas 62 sesenta y dos a 63 sesenta y tres . . . . . . . . . 
En lo que concierne al valor fiscal de $803,879.33 (Ochocientos tres mil ochocientos setenta y nueve pesos 33/100 Moneda Nacional), el justiciable estuvo en aptitud de controvertir el mismo, desde el 15 quince de mayo del año 2015 dos mil quince,  ello de acuerdo al requerimiento de pago del  impuesto predial PR-2015-00800582 y su acta de notificación, los cuales obran en autos a foja 65 sesenta y cinco. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Eferente al valor fiscal de $813,153.14 (Ochocientos trece mil ciento cincuenta y tres pesos 14/100 Moneda Nacional), el justiciable estuvo en aptitud de controvertir el mismo, desde el 19 diecinueve de septiembre del año 2018 dos mil dieciocho,  ello de acuerdo al requerimiento de pago del  impuesto predial PR-2018-00373444 y su acta de notificación, los cuales obran en autos a foja 69 sesenta y nueve; amen que, en fecha 03 tres de enero del año 2019 dos mil diecinueve, volvió a tener conocimiento de ese valor fiscal, tal y como se desprende del mandamiento de ejecución del impuesto predial PR-2018-00373444 y su acta de embargo, los cuales obran en autos a fojas 73 setenta y tres y 74 setenta y cuatro. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En ese contexto, sí quien demanda conoció respectivamente de los valores fiscales que derivaron de los avalúos controvertidos, en fechas 15 quince de septiembre del año 2007 dos mil siete;  22 veintidós de junio de 2008 dos mil ocho; 24 veinticuatro de abril del año 2009 dos mil nueve; 26 veintiséis de abril del año 2011 dos mil once;  30 treinta de septiembre del año 2011 dos mil once; 02 dos de mayo del año 2012 dos mil doce; 02 dos de octubre del año 2012 dos mil doce; 03 tres de mayo del año 2013 dos mil trece; 18 dieciocho de junio del año 2013 dos mil trece; 15 quince de mayo del año 2015 dos mil quince; 19 diecinueve de septiembre del año 2018 dos mil dieciocho; y, 03 tres de enero del año 2019 dos mil diecinueve, y la demandada la presentó en la Oficialía de Partes Común de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, el 218 dieciocho de marzo del año 2020 dos mil veinte, por tanto, esta se presentó en demasía fuera del término de 30 treinta días que establece el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipio de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aunado a que la parte actora durante la secuela procesal no controvirtió la notificación de los diversos actos del procedimiento donde se consta el valor del inmueble sujeto al impuesto predial;  por ende, su manifestación de desconocimiento de los valores del inmueble ubicado en  Bulevar Campeche número 834 ochocientos treinta y cuatro, colonia Obrera de esta  ciudad, se desvirtúa con las documentales públicas descritas con antelación y que atentos al  artículo 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, hacen prueba plena y convicción en este juzgador, respecto a que con antelación a la manifestación que se vierte en el escrito de demanda, la impetrante del proceso tuvo conocimiento de los valores del citado inmueble, para efectos de  la base del impuesto predial. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En consecuencia  resulta procedente decretar el sobreseimiento del proceso únicamente en cuanto hace a los actos controvertidos consistentes en: Avalúo catastral, de fecha 06 seis de mayo del año 2007 dos mil siete, que determinó un valor fiscal de $688,361.12 (Seiscientos ochenta y ocho mil trescientos  sesenta y un pesos 12/100 Moneda Nacional), al estar demostrado en autos la existencia de 9 nueve actos de autoridad donde se manifestó dicho valor; Avalúo catastral, de fecha 21 veintiuno de febrero del año 2014 dos mil catorce, que determinó un valor fiscal de $803,879.93 (Ochocientos tres mil ochocientos setenta y nueve pesos 93/100 Moneda Nacional)  al estar probado en el sumario la existencia de 1 un acto de autoridad referenciado a  dicho valor fiscal; y, Avalúo catastra, de fecha 07 siete de septiembre del año 2017 dos mil diecisiete, que determinó un valor fiscal de $813,153.44 (Ochocientos trece mil ciento cincuenta y tres pesos 44/100 Moneda Nacional) al haberse acreditado en la secuela procesal la existencia de dos actos de autoridad donde se hace alusión al  citado valor; ello atento a la fracción II del artículo 262 del citado Código. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Estimando que en autos no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia prevista en el artículo 261, en el subsecuente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación encaminados a controvertir el  requerimiento de pago de impuesto predial PR-2020-00650580, de fecha 14 catorce de enero del año 2020 dos mil veinte. . . . . . . 

Análisis de los conceptos de impugnación.

CUARTO.- La parte actora en su escrito de demanda únicamente en el identificado como  cuarto, lo endereza a controvertir el requerimiento de pago controvertido, refiriendo que se tiene el deber de cumplir con requisitos y elementos de validez de  los actos, por lo que ordenar y sustanciar los procedimientos administrativos de ejecución, se dejó de así hacerlo incurriendo en informalidades; que los actos de autoridad violentan el estado de derecho al no encontrarse acreditada la legalidad y validez de los mismos; con ausencia de los motivos y fundamentos legales que los puedan revestir de legalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por su parte, el Director de Ejecución en su contestación de demanda refiere, que los agravios aducidos por el actor no trastocan la legalidad de la resolución impugnada, dado que se limita a realizar manifestaciones genéricas, sin razonar ni vincular su dicho con el requerimiento de pago. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para este Juzgador es INFUNDADO el agravio esgrimido por el actor, en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior es así, toda vez que la  parte actora en el único agravio esgrimido en su demanda y encaminado a dirimir la ilegalidad del requerimiento de pago impugnado,  éste no tiende  a combatir las consideraciones de derecho o hecho en que se apoyó el Director de Ejecución para emitir el referido requerimiento de pago,  ello al no expresar argumentación lógica  y jurídica enderezada a desvirtuar el fundamento legal y los motivos externados en ese requerimiento de pago; de igual forma, deviene infundado su argumento de que el acto combatido carece de ausencia de motivos y fundamentos legales; toda vez que de la revisión que se hace al requerimiento de pago que obra en autos a foja 03 tres,  contrario al dicho del justiciable, se observa que en el acto que impugna, se citaron preceptos legales así como los motivos por los cuales se emite el requerimiento de pago de impuesto predial número PR-2020-00650580. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Siendo lo anterior así y estimando que el presente proceso administrativo se rige por el principio de estricto derecho, y en la especie no procede la suplencia de la queja, en virtud de que no se actualiza ninguno de los supuestos previstos por el artículo 301 del aludido Código de Procedimiento de Justicia Administrativa, por tal razón este Juzgado se encuentra imposibilitado para analizar la legalidad o ilegalidad de requerimiento de pago combatido, por consiguiente, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 300, fracción I, del mismo Código, SE RECONOCE LA VALIDEZ Y LEGALIDAD  del Requerimiento de pago del impuesto predial PR-2020-00650580, de fecha 14 catorce de enero del año 2020 dos mil veinte, por la cantidad total de $59,859.54 (Cincuenta y nueve mil ochocientos cincuenta y nueve pesos 54/100 Moneda Nacional);  respecto al inmueble ubicado en Bulevar Campeche número 834 ochocientos treinta y cuatro, colonia Obrera de esta  ciudad, vinculado a la cuenta predial 01S00106000. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo,261, fracción IV, 262, fracción II, 287, 298, 299 y 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este Juicio de Nulidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEGUNDO.- Se actualizó la causal de improcedencia analizada de oficio, por lo que se SOBRESEE el proceso administrativo únicamente en contra del Avalúo catastral, de fecha 06 seis de mayo del año 2007 dos mil siete, que determinó un valor fiscal de $688,361.12 (Seiscientos ochenta y ocho mil trescientos  sesenta y un pesos 12/100 Moneda Nacional); Avalúo catastral, de fecha 21 veintiuno de febrero del año 2014 dos mil catorce, que determinó un valor fiscal de $803,879.93 (Ochocientos tres mil ochocientos setenta y nueve pesos 93/100 Moneda Nacional); y, Avalúo catastra, de fecha 07 siete de septiembre del año 2017 dos mil diecisiete, que determinó un valor fiscal de $813,153.44 (Ochocientos trece mil ciento cincuenta y tres pesos 44/100 Moneda Nacional); acorde a lo vertido por el considerando tercero de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se reconoce la VALIDEZ y LEGALIDAD del Requerimiento de pago del impuesto predial PR-2020-00650580, de fecha 14 catorce de enero del año 2020 dos mil veinte, por la cantidad total de $59,859.54 (Cincuenta y nueve mil ochocientos cincuenta y nueve pesos 54/100 Moneda Nacional);  respecto al inmueble ubicado en Bulevar Campeche número 834 ochocientos treinta y cuatro, colonia Obrera de esta  ciudad, vinculado a la cuenta predial 01S001060001, por las razones vertidas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 05 cinco tantos, el MAESTRO JOSÉ JORGE PÉREZ COLUNGA, Juez Titular del Juzgado Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada OFELIA GÓMEZ HERNÁNDEZ, que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

